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Defensoria

Provincia de Buenos Aires




                                                     La Plata,  28 de septiembre de 2018    
VISTO, el artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y concordantes de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo Nº 13834 y sus modificatorias, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, la Resolución N° 72/17, el trámite administrativo N° 22800-62073/18 y;
CONSIDERANDO

Que las actuaciones de referencia se iniciaron a raíz de la presentación realizada por el intendente de la Municipalidad de Tigre, Dr. Julio Cesar Zamora, quien solicitó la intervención del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, ante la falta de cumplimiento de la Ley 14.711, que declara de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles ubicados en la localidad de Benavidez, Partido de Tigre, designados catastralmente como Circunscripción III- Sección A- Manzana 39, Parcela 1, inscripto su dominio a nombre de Ricardo Palomo; Circunscripción III-Sección A- Manzana 39, Parcela 2 (conformada por las Parcelas 2, 3, 4 y 5), 19 y 20 a nombre de Horacio Jorge Riva y/o quien o quienes resulten ser sus legítimos propietarios.
Que asimismo, en el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 5, del Departamento Judicial de San Isidro se encuentran tramitando los autos caratulados “Riva Horacio Jorge c/ Palomo Ricardo y otro s/ Reivindicación” donde se ha dictado una orden de desalojo contra los ocupantes del predio mencionado, cuya efectivización afectaría los derechos de las familias que han construido sus viviendas e instalado su hogar dentro del mismo desde hace varios años.

Que la Ley de expropiación N° 14.711 prevé la adjudicación en propiedad a título oneroso y por venta directa a sus actuales ocupantes, con cargo de construcción de vivienda propia (artículo 2°), así como la designación de la Autoridad de Aplicación a efectos de su cumplimiento y la tramitación de actuaciones administrativas para llevar a cabo la expropiación, estableciendo un plazo de cinco (5) años desde su promulgación, por lo cual el vencimiento operaría el día 16 de abril de 2020.
Que asimismo, se ha iniciado el expediente administrativo N° 2166-3806/15, a través del cual se lleva adelante el procedimiento de expropiación previsto por Ley 14.711. Dichas actuaciones se encuentran actualmente en la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia de Buenos Aires, resultando necesario a fin de dar cumplimiento a la ley que las partidas respectivas sean incorporadas al presupuesto provincial para el ejercicio 2019.
Que la sanción de leyes de declaración de utilidad pública y expropiación por parte de la H. Legislatura provincial, se ha constituido en la herramienta adecuada para arribar a un principio de solución de los conflictos que atravesaban las familias involucradas, que en todos los casos veían afectados sus derechos en relación al acceso a la vivienda, destacándose la función social de la propiedad. 

Que abonando el criterio expuesto, la Constitución Nacional en su artículo 17, dispone que la propiedad es inviolable, pero que por causas de utilidad pública puede ser expropiada, debiendo ser calificada por ley y previamente indemnizada. En el mismo sentido, el artículo 31 de la Constitución Provincial establece que “La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Provincia puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. (…)”. 

Que consecuentemente, resulta necesario poner de relieve que el derecho de propiedad, receptado en el artículo 17 de nuestra Constitución Nacional con una concepción liberal, fue enriquecido por su consideración social, que inspiró a los convencionales constituyentes al establecer implícitamente limitaciones en el derecho a usar y disponer de la propiedad, a la luz de los lineamientos del Preámbulo, en el que se señala la finalidad de “promover el bienestar general”. 

Que más contemporáneamente, el derecho de propiedad también ha sido receptado en el art. 21 incisos 1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), que goza de jerarquía constitucional, de acuerdo con la cláusula del artículo 75 inc. 22 CN. En dicho instrumento internacional, se establece expresamente que el uso y goce de la propiedad puede ser subordinado al interés social, a través de las leyes que lo reglamenten.

Que en la Provincia de Buenos Aires el régimen de expropiaciones se halla establecido en la Ley 5708, que en su artículo 1 expresa: “Los bienes cualquiera fuere su naturaleza jurídica, son expropiables por causa de utilidad pública o interés general”.

Que en relación con las problemáticas habitacionales mencionadas, cabe referirse asimismo a la normativa nacional e internacional que protege el derecho a la vivienda, encontrándose este derecho consagrado en el art. 14 bis de la Constitución Nacional, así como en el artículo 36 inc. 7 de la Carta Magna provincial. 

Que asimismo, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, fue aprobada el 29/11/2012 la Ley Nº 14.449 de Acceso Justo al Hábitat, cuyo objetivo fue el de promover la generación y facilitar la gestión de proyectos habitacionales, de urbanizaciones sociales y de procesos de regularización de barrios y asimismo, abordar integralmente la diversidad y complejidad de la demanda de viviendas, al tiempo que se persigue la generación de nuevos recursos a través de instrumentos que permitan reducir las expectativas especulativas de valorización del suelo. 

Que en muchos casos, la expropiación se considera la respuesta más adecuada, por tratarse de barrios ya consolidados, en los que las familias han residido en muchos casos por largos años, evitando a través de esta herramienta el desarraigo y ruptura de esas redes comunitarias afianzadas, que implicaría el traslado a otro barrio. 

Que sin perjuicio de la aprobación formal de leyes de expropiación, se considera de suma importancia la culminación de los procedimientos de expropiación, que transcurren fuera de la órbita del Poder Legislativo, dentro del ámbito de la Administración provincial, para lo cual se requiere la asignación de los recursos económicos necesarios para el pago de las indemnizaciones correspondientes.

Que ello resulta un requisito indispensable para lograr avances concretos direccionados a la urbanización integral de los barrios en cuestión, y otorgando seguridad jurídica, tanto a los futuros adjudicatarios como al titular, evitando posteriores inconvenientes legales y administrativos, como por ejemplo el vencimiento del plazo de la declaración de utilidad pública, generándose gastos por expropiaciones inversas que resultarán más onerosos finalmente que el cumplimiento del pago de las indemnizaciones respectivas. 

Que en los últimos treinta años la H. Legislatura ha sancionado cerca de doscientas leyes de expropiación, respecto de las cuales en algunos casos aún continúa pendiente la culminación de los procedimientos administrativos correspondientes a consecuencia de la falta de previsión presupuestaria para atender los gastos que las normas demandan.

Que cabe mencionar que en el éxito de culminación de estos procesos se cifran las expectativas de las familias de acceder por primera vez a una vivienda digna, haciéndose efectivos sus derechos fundamentales, entre ellos el derecho a tener un proyecto de vida. 


Que el derecho a la vivienda se encuentra consagrado en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, tanto del sistema universal, como del interamericano, destacándose entre otros a la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH, art. 25.1), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (DADH, art. XI; vid. art. XXIII), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH, art. 26). También lo enuncian algunos textos especializados: Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CD Mujer, art. 14.2), Convención sobre los Derechos del Niño (CNiño, art. 27.1; asimismo, incs. 2 y 3) (3); Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (CD Racial, art. 5.e.iii), Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CP Discapacidad, art. 28.1; asimismo: inc. 2.d y art. 9.a). 
Que en este sentido, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) de Naciones Unidas contempló expresamente el derecho humano a la vivienda, dentro del derecho a un nivel de vida adecuado, estableciendo que: “(l)os Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento” (art. 11.1). A su vez, este derecho resulta fácilmente relacionable con el derecho a la integridad personal, a la salud, y a la protección de la familia, de la vida privada y familiar y del domicilio, entre muchos otros.

Que por Resolución 72/17 dictada el 14 de noviembre de 2017, ya la Defensoría del Pueblo recomendó a ambas Cámaras de la Honorable Legislatura Provincial y al Poder Ejecutivo, para que “…en el ejercicio de sus funciones propias, adopten todas las medidas necesarias para la creación de un fondo especial en la ley de presupuesto para el ejercicio 2018, que incluya una partida presupuestaria imputada específicamente a atender el pago de indemnizaciones en las expropiaciones presentes y futuras, destinadas a cubrir el déficit habitacional, toda vez que la declaración de utilidad pública implica el reconocimiento de derechos sociales para los sectores más vulnerables”.
Que el artículo 55 de la Constitución Provincial, establece que “el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”, correspondiendo, en consecuencia, de conformidad con las atribuciones conferidas por el artículo 27 de la Ley 13.834 y sus modificatorias, emitir el presente acto administrativo. 

Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

ARTÍCULO 1: RECOMENDAR al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, que realice todas las acciones dentro de su competencia, a fin de dar cumplimiento con la Ley N° 14.711 en el marco del Expediente administrativo N° 2166-3806/15, a los efectos de garantizar el derecho de acceso a la vivienda adecuada a los ocupantes del predio objeto de la expropiación.
ARTÍCULO 2: Notifíquese, regístrese y oportunamente archívese.

RESOLUCIÓN N° 32/18
